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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

PROCESO PENAL / MEDIDAS DE ASEGURAMIENTO / SUSTITUCIÓN DE LA MEDIDA / COMPETENCIA PARA RESOLVER

IMPUGNACIÓN DE COMPETENCIA – Concepto.

… La definición de competencia es el mecanismo previsto por la ley para establecer cuál juez o magistrado es el encargado de conocer un determinado asunto, y de conformidad con lo reglado en los artículos 54, 55 y 341 C.P.P., el mismo puede surgir a iniciativa del propio funcionario judicial cuando considera que carece de competencia para asumir el conocimiento de una actuación -como en este evento-, o de las partes (impugnación de competencia) si estas presentan inconformidad en tal sentido.

SUSTITUCIÓN DE MEDIDA DE ASEGURAMIENTO - Competencia.
… Para la Corporación entonces, la solicitud elevada por el abogado del señor …, si bien pudo haber sido remitida por competencia al juzgado Penal Municipal de Santa Rosa de Cabal (Rda.), donde este se haya detenido, lo que se sabe es que ello se hizo ante el juzgado Promiscuo Municipal de Apía (Rda.), por ser el lugar donde se surtirá la etapa de juzgamiento, y por lo mismo será a este al que se le asignará la competencia para adelantar el trámite pertinente, y a donde se dispondrá la remisión inmediata de estas diligencias.
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  ACTA DE APROBACIÓN N°  202
  SEGUNDA INSTANCIA
Radicación: 11001600000020240248201

	Imputado: 
	MAGG

	Cédula de ciudadanía:
	1.093.218.076 de Circasia (Q.)

	Delito:
	Falsedad material en documento público y otros

	Víctima:
	La fe pública y otros -no se especifican-

	Procedencia:
	Juzgado Promiscuo Municipal de Apía (Rda.) 

	Asunto:
	Define competencia


1.- VISTOS 


Corresponde a esta Corporación ocuparse de definir la competencia para adelantar la audiencia de sustitución de medida de aseguramiento solicitada por el apoderado del ciudadano MAGG, toda vez que la titular del Juzgado Promiscuo Municipal de Balboa (Rda.), consideró que la competencia para definir el asunto recaía en su homólogo del municipio de Apía (Rda.), quien a su vez rehusó la competencia, razón por la cual envió la actuación a esta Corporación para lo pertinente.

2.- PRECEDENTES
El día 17 de febrero de 2025, el apoderado del señor MAGG radicó solicitud ante el Centro de Servicios Judiciales para el Sistema Penal Acusatorio de esta capital, con el fin de que llevar a cabo audiencia de sustitución de la medida de aseguramiento proferida en contra de su defendido. La actuación le fue asignada al día siguiente al Juzgado Promiscuo Municipal de Balboa (Rda.), cuya titular, por auto de esa misma fecha, y acorde con jurisprudencia de la Sala de Casación Penal, consideró no tener competencia para asumir dicho asunto, por cuanto el conocimiento del proceso que se adelanta contra el investigado, fue radicado ante el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía (Rda.), donde se adelantará el juzgamiento y por lo mismo será el juez con función de garantías de esa misma localidad, el competente para atender la solicitud elevada.

Como consecuencia de ello, en igual calenda, el trámite le fue asignado al Juzgado Promiscuo Municipal de Apía (Rda.), cuyo titular por auto de febrero 19, no aceptó la competencia y propuso conflicto, y en la referida decisión, consideró que su homóloga no hizo precisión a alguna causal de impedimento y basó su decisión en jurisprudencias de la Corte que en su sentir no se interpretaron con su espíritu primigenio, para sostener que la competencia radica en Balboa (Rda.), en tanto al consultar en el aplicativo de búsqueda de procesos, evidenció que el caso adelantado contra el acá procesado, se radicó en el municipio de La Virginia (Rda.), a cuyo circuito judicial pertenece el referido despacho. Aunado a lo anterior, esgrime que los hechos tuvieron ocurrencia en La Virginia y el detenido se encuentra en Santa de Rosa de Cabal (Rda.), localidad que por distancia y economía, de requerirse una audiencia presencial, está más cerca de Balboa. Dispuso en consecuencia remitir el asunto a esta Sala para el trámite de ley.

3.- Para resolver, se CONSIDERA
La definición de competencia es el mecanismo previsto por la ley para establecer cuál juez o magistrado es el encargado de conocer un determinado asunto, y de conformidad con lo reglado en los artículos 54, 55 y 341 C.P.P., el mismo puede surgir a iniciativa del propio funcionario judicial cuando considera que carece de competencia para asumir el conocimiento de una actuación -como en este evento-, o de las partes (impugnación de competencia) si estas presentan inconformidad en tal sentido.

Para el caso que nos ocupa, la titular del Juzgado Penal Municipal con función de control de garantías de Balboa (Rda.), determinado que carecía de competencia para adelantar la audiencia preliminar de sustitución de medida de aseguramiento reclamada por el defensor del señor  MAGG,  al considerar que al haber sido radicado el escrito de acusación ante el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, y por lo mismo haberse determinado que ante ese despacho se adelantaría la etapa de juicio, sería su homólogo del Juzgado Promiscuo Municipal de esa localidad, quien deba atender las audiencias de garantías que sean solicitadas en dicho asunto. Por tal razón dispuso enviar la actuación al referido despacho cuyo titular mostró total discrepancia, al considerar que el asunto se tramitaba en el municipio de La Virginia (Rda.), y por lo mismo al pertenecer el Juzgado de Balboa (Rda.) a ese circuito, sí era competente para asumir la actuación.

Con antelación a definir lo que en derecho corresponda, estima la Sala, ante la confusión que se evidenció en el titular del Juzgado Promiscuo Municipal de Apía, que en este caso en particular no nos encontramos ante una causal de impedimento, sino ante un conflicto de competencia.  Ello por cuanto en su disertación al proponer el conflicto, dio cuenta que su homóloga no hizo alusión a ninguna de las causales de impedimento a que hace alusión el canon 56 C.P.P., y ello lo fue, precisamente porque el tema abordado por la misma no era uno de tal naturaleza, sino por considerar que carecía de competencia para asumir el conocimiento de la actuación y ello, como viene de verse, se encuentra reglado en los artículos 54 y 55 C.P.P.

Ahora bien, precisado lo anterior, debe establecer esta Colegiatura en consecuencia, cuál es el funcionario que debe conocer de la solicitud elevada por el apoderado del señor MAGG.

Y a ese respecto, debe empezar por decirse, acorde con lo planteado en su momento por la titular del Juzgado Promiscuo Municipal de Balboa (Rda.), que en aquellos casos cuando ya se ha determinado la competencia para conocer de la etapa de juzgamiento, con la radicación del respectivo escrito acusatorio, las postulaciones que con respecto al mismo asunto se adelanten, y que deban ser atendidas, como en este caso en particular, por jueces con función de control de garantías, serán en principio competentes para su diligenciamiento, los despachos del lugar donde se adelantará el referido juzgamiento, sin que ello per se sea absoluto, como así lo tiene decantado la jurisprudencia al señalar:

“[...] 12.- Así las cosas, en principio, los jueces de control de garantías ostentan una competencia nacional que los habilita para ejercer sus funciones independientemente de los factores de asignación. Sin embargo, esta Sala ha modulado la comprensión sobre la competencia general de estos funcionarios judiciales, en el sentido de establecer que ese aspecto, en todo caso, se debe determinar de manera fundada y razonable. Al respecto la Corte
 ha señalado que:

la función de control de garantías preferentemente debe ser ejercida por el juez del lugar donde se cometió la conducta. Sin embargo, ello no obsta para que pueda cumplirla un funcionario de territorio diferente, siempre que exista alguna circunstancia especial que aconseje no acudir ante el juez del sitio donde ocurrió el hecho, como cuando el sujeto haya sido aprehendido en área distinta, o se encuentre privado de la libertad en establecimiento carcelario de lugar diferente al de la comisión del acontecer fáctico, o sea en otro territorio donde deban recopilarse la evidencias físicas o los elementos materiales probatorios pertinentes al caso.

Lo anterior quiere decir, que si bien es cierto [que] la ley no impone que el control de garantías tenga que ser siempre realizado por un juez del lugar en el que ocurrió la conducta punible, de todas formas la intervención de cualquier funcionario judicial de esa naturaleza, en cada caso concreto, debe obedecer a la necesidad de proteger las garantías fundamentales de las personas que pudieran verse comprometidas, merced a la ocurrencia de conductas delictuales sucedidas en su territorio, o que habiendo ocurrido fuera de él, han de ser investigadas dentro del ámbito de su jurisdicción, lo que implica en una u otra forma, que exista una conexión del hecho delictual con su sede funcional (Resaltado fuera del texto original).

13.- Asimismo, la Corte ha indicado que en los eventos en los que se ha presentado escrito de acusación –o su equivalente-, el juez de garantías debe ser el de dicho sitio, es decir, donde quedó radicado el juzgamiento. Lo anterior, teniendo en cuenta que la competencia para conocer del asunto ya ha sido determinada y «se hace necesario, en procura de la realización de los fines del proceso, que las actuaciones, peticiones y decisiones que deben ordenarse, resolverse o adoptarse por fuera del mismo, pero que conciernen a su objeto o trámite, se realicen en la misma sede»
.


14. Sin embargo, esta regla no es absoluta, en tanto es posible variarla excepcionalmente por motivos razonables que justifiquen la asignación de competencia a un juez de garantías con jurisdicción diferente a la sede del proceso penal, ante situaciones extraordinarias o de urgencia, como cuando el procesado «se encuentre privado de la libertad en establecimiento carcelario de lugar diferente al de la comisión del acontecer fáctico o sea en otro territorio donde deban recopilarse las evidencias físicas o los elementos materiales probatorios pertinentes al caso…»
”

Pues bien, en este asunto, la juez municipal de Balboa (Rda.), señala que es su homólogo de Apía (Rda.), quien debe conocer de la solicitud de sustitución de medida de aseguramiento elevada, por cuanto fue ante el Juzgado Promiscuo del Circuito de esa localidad, donde se radicó el escrito de acusación y a su turno, este último, considera que lo es ese despacho, en tanto el aludido trámite se surte ante el Juzgado del Circuito de La Virginia (Rda.).

Si bien es cierto, a la actuación no se allegó trámite alguno para establecer ante qué despacho se adelanta la etapa de juzgamiento, la Sala tuvo a bien contactarse vía telefónica, con ambos Juzgados del Circuito, de donde se conoció que en principio fue ante el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, donde se radicó el escrito acusatorio, pero ante impedimento de su titular, que fue declarado fundado por su homóloga del Juzgado de Apía, a la postre es allí donde hoy se adelanta el conocimiento de la actuación, como igualmente se confirmó por un servidor de esa célula judicial, situación que en momento alguno se le ocurrió verificar al titular del Juzgado Promiscuo Municipal de Apía, pues pese a efectuar consulta en el sistema de búsqueda de procesos de la Rama Judicial, de lo allí contenido se evidencia que “por impedimento”, se compensó la acusación al Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, lo que implicaba de su parte al menos verificar en cuál de los dos se tramitaba la etapa de juicio, lo que se omitió.

Ahora, si tenemos entonces que es ante el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, donde se tramita la etapa de juicio, es en este municipio en sentir de la Sala y de consuno con lo sostenido por la titular del Juzgado de Balboa (Rda.), donde se debe tramitar la solicitud elevada por la defensa, en tanto al menos a la hora de ahora, se desconoce la existencia de situaciones extraordinarias o de urgencia,  como lo refiere la jurisprudencia en cita, para considerar que sea un despacho diferente el que deba adelantar la actuación, como lo podría ser aquél donde se encuentra recluido el investigado -Santa Rosa de Cabal-, o donde deban recopilarse los elementos materiales probatorios pertinentes -la Virginia o Balboa por pertenecer a dicho Circuito-.

Y es que para la Sala, en contravía de lo sostenido por el juez municipal de Apía, el hecho de que el señor MAGG se encuentre detenido en Santa Rosa, no es motivo para considerar que sea Balboa, donde se deba adelantar la actuación, dada su cercanía, máxime que para ello no se requiere de manera indispensable la presencia física del interno ante el estrado, toda vez que la práctica judicial nos ha enseñado que la mayoría de dichas audiencias de esta índole se desarrollan  por medios virtuales, y a la sazón que incluso ello lo permite la nueva Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, y para ello los establecimientos de reclusión disponen de los medios tecnológicos para lograr la comparecencia virtual de los internos a las diligencias en las sean requeridos, sin que ello en este caso pueda ser la excepción.

Mucho menos puede pensarse que Balboa sea el competente, por pertenecer al circuito judicial de la Virginia, donde ocurrió la ilicitud, en tanto como quiera que en este asunto, se itera, ya se radicó el escrito de acusación, ello per se, comporta pregonar que los EMP que serán aducidos en juicio, ya fueron debidamente recopilados.

Para la Corporación entonces, la solicitud elevada por el abogado del señor MAGG, si bien pudo haber sido remitida por competencia al juzgado Penal Municipal de Santa Rosa de Cabal (Rda.), donde este se haya detenido, lo que se sabe es que ello se hizo ante el juzgado Promiscuo Municipal de Apía (Rda.), por ser el lugar donde se surtirá la etapa de juzgamiento, y por lo mismo será a este al que se le asignará la competencia para adelantar el trámite pertinente, y a donde se dispondrá la remisión inmediata de estas diligencias.
3.- DECISION

El Tribunal Superior del Distrito Judicial, en Sala N° 2 de Decisión Penal, DEFINE que la competencia para conocer de la solicitud de sustitución de medida de aseguramiento elevada por el apoderado del señor MAGG, corresponde al Juzgado Promiscuo Municipal con función de control de garantías de Apía (Rda.), despacho al que de manera inmediata se remitirán las diligencias.

Contra esta providencia no procede recurso alguno, y se dispone que por la Secretaría de la Sala se le comunique esta determinación al Juzgado Promiscuo Municipal con función de control de garantías de Balboa (Rda.). 
COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA

Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento

JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento
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